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AL SENADO DE PUERTO RICO
La Comisión de Derechos Humanos y Asuntos Laborales del Senado de Puerto Rico (en adelante “Comisión”), recomienda la aprobación del P. de la C. 1651, con las emiendas contenidas en el entirillado electrónico que se acompaña.  
ALCANCE DE LA MEDIDA
El Proyecto de la Cámara 1651 propone enmendar los Artículos 2.12, 2.18 y 2.21 de la Ley 4-2017, mejor conocida como “Ley de Transformación y Flexibilidad Laboral”; enmendar los Artículos 4, 8, 10, 11 y 14 de la Ley Núm. 379 de 15 de mayo de 1948, según enmendada; enmendar las Secciones 1 y 4 de la Ley Núm. 289 de 9 de abril de 1946, según enmendada; enmendar los incisos (a), (k) y (q) del Artículo 4, el inciso (b) del Artículo 3, así como el inciso (a) del Artículo 10 de la Ley 180-1998, según enmendada; enmendar los Artículos 1 y 7 de la Ley Núm. 148 de 30 de junio de 1969, según enmendada; enmendar  los incisos (a) y (b) del Artículo 1, los incisos (b), (d), (e) y (f) del Artículo 2, los Artículos 3, 5, 7 y 8, los incisos (a) y (b) del Artículo 11 y el Artículo 12, así como eliminar el Artículo 3-A de la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, según enmendada; enmendar el Artículo 3 de la Ley Núm. 100 de 30 de junio de 1959, según enmendada; y enmendar el inciso (c) del Artículo 2 de la Ley 28-2018, según enmendada; a los fines de restituir y ampliar los derechos laborales aplicables a la empresa privada; disminuir el periodo probatorio, restablecer protecciones contra el despido injustificado y la fórmula para computar la acumulación de licencias por vacaciones y enfermedad, extendiéndose dicho beneficio a empleados y empleadas a tiempo parcial; restablecer el período prescriptivo para reclamar los beneficios derivados de un contrato de empleo; y para otros fines relacionados.

La Exposición de Motivos del Proyecto de la Cámara 1651 (en adelante “P. de la C. 1651”), hace hincapié en lo que fue la política pública adoptada por la pasada Asamblea Legislativa cuando dio paso a la aprobación de la medida que se convirtió en la Ley Núm. 4 de 26 de enero de 2017, conocida como “Ley de Transformación y Flexibilidad Laboral”. A su vez, repasa de manera general las justificaciones utilizadas para lograr la aprobación de dicha ley, que eliminó un sinnúmero de derechos a la clase trabajadora en Puerto Rico en aras de promover un supuesto desarrollo económico. Finalmente, expone la necesidad impostergable de aprobar una nueva legislación que comience a restablecer algunos de esos derechos que le fueron arrebatados a las trabajadoras y trabajadores. 
ALCANCE DEL INFORME
La Comisión de Derechos Humanos y Asuntos Laborales solicitó memoriales explicativos a la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal (AAFAF), a la Oficina de Gerencia y Presupuesto, y a la Oficina de Presupuesto de la Asamblea Legislativa (OPAL). Además, esta Comisión recibió un memorial explicativo de las asociaciones empresariales sobre la referida medida. Habiendo recibido los memoriales de parte de AAFAF y la OPAL, la Comisión de Derechos Humanos y Asuntos Laborales se encuentra en posición de realizar su análisis respecto al Proyecto del Senado 1651. 
INTRODUCCIÓN
En síntesis, el Proyecto de la Cámara 1651 surge como resultado de la nulidad de la Ley Núm. 41-2022, decretada por el Tribunal Federal para el Distrito de Puerto Rico, y posteriormente confirmada por el Primer Circuito de Apelaciones Federal en Financial Oversight & Management Board for P.R. v. Hernandez-Montanez, No. 23-1267 (1st Cir. 2023). Tras la aprobación de la Ley 41-2022, la Junta de Supervisión y Administración Financiera (en adelante “JSF”) demandó al Gobernador de Puerto Rico para impedir la implementación de dicha ley y declararla nula, conforme a la facultad que le confiere la Sección 204(a)(5)
 de la Puerto Rico Oversight, Management, and Economic Stability Act (en adelante “PROMESA”). En dicha demanda, la JSF alegó que el Gobierno de Puerto Rico no sometió la documentación necesaria para demostrar que la Ley 41-2022 cumplía con el Plan Fiscal, al amparo de la Sección 204(a)(4)
 de PROMESA. 
A continuación, el desglose de los memoriales presentados y los recibidos durante el proceso de evaluación. 
RESUMEN DE MEMORIALES EXPLICATIVOS

A. Autoridad de asesorÍa financiera y agencia fiscal 
La Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal (en adelante “AAFAF”), compareció mediante memorial explicativo para expresar su posición sobre el P. de la C. 1651. La AAFAF explicó en su memorial que conforme a las disposiciones de la Ley PROMESA, el Gobierno de Puerto Rico tiene un término de siete (7) días laborables desde que una ley es adoptada para presentar ante la JSF lo siguiente: 
1. La Ley promulgada;

2. Un estimado “formal” del impacto que la ley tendrá sobre los gastos e ingresos del Gobierno, preparada por una entidad apropiada, con pericia en presupuesto y administración financiera; y, 

3. Una certificación en torno a si la ley aprobada es o no significativamente inconsistente con el Plan Fiscal certificado aplicable. En caso de ser inconsistente, especificar las razones para ello. 

Tomando en cuenta los requerimientos de PROMESA, la AAFAF expresó que el corto término que tiene el Gobierno para cumplir requiere que el referido análisis inicie desde la presentación de la medida legislativa. La AAFAF recomendó que la medida contara con el informe sobre el impacto fiscal de parte de la Oficina de Presupuesto de la Asamblea Legislativa. Finalmente, expresó que las disposiciones del P. de la C. 1651 son cónsonas con la política pública del Gobierno de Puerto Rico. 
B. asociaciones empresariales
La Comisión informante recibió un memorial explicativo en oposición al P. de la C. 1651, de parte de varias organizaciones del sector empresarial, a saber: Hecho en Puerto Rico; Asociación de Comercio al Detal de Puerto Rico; Cámara de Mercadeo, Industria y Distribución de Alimentos; Cámara de Comercio de Puerto Rico; Asociación de Hoteles y Turismo de Puerto Rico; Asociación de Restaurantes de Puerto Rico; Asociación de Industriales de Puerto Rico; Asociación de Hospitales de Puerto Rico; y la Asociación de Constructores de Puerto Rico. El referido memorial expresa que el P. de la C. 1651 es idéntico a la Ley 41-2022. El sector empresarial argumentó que, si ya la Junta ha emitido determinaciones adversas a la Ley 41, las prohibiciones previas son directamente aplicables al P. de la C. 1651.  

De otra parte, el memorial destacó que el P. de la C. 1651 causa preocupación en la comunidad empresarial y que Puerto Rico necesita regulaciones laborales que apoyen la creación de empleos y que establezcan un ambiente idóneo para atraer aquel tipo inversión que redunde en más y mejores empleos. Finalizaron su memorial expresando que “iniciativas paternalistas, populistas y de excesivo dirigismo gubernamental, aunque atractivas en la discusión pública, han demostrado ser destructivas para la creación y retención de empleos.” 

C. INFORME 2024-028 DE LA OFICINA DE PRESUPUESTO DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA

La Oficina de Presupuesto de la Asamblea (en adelante “OPAL”), 
ANÁLISIS
I. Trasfondo procesal de las disposiciones del P. de la C. 1651

El tracto legislativo del contenido del Proyecto de la Cámara 1651 realmente comenzó con el Proyecto de la Cámara 3. Iniciada la Primera Sesión Legislativa de la Decimonovena Asamblea Ordinaria, se presentaron diversas medidas para devolver derechos a la clase trabajadora, e incluso derogar la Ley 4-2017 en su totalidad. Entre estas medidas se encuentran el Proyecto del Senado 91, Proyecto del Senado 123 y el Proyecto de la Cámara 3. Este último, aunque fue aprobado en ambos cuerpos legislativos, al adolecer de errores de técnica legislativa que no fueron subsanados a tiempo, fue vetado por el gobernador. Por lo que, posteriormente, fue radicado el Proyecto de la Cámara 1244, subsanando los errores de técnica legislativa que presentaba el vetado Proyecto de la Cámara 3.  
Los cambios propuestos a la Reforma Laboral desde la radicación del P. de la C. 3, hasta la propuesta contenida en el Texto Aprobado por la Cámara de Representantes del P. de la C. 1651, se alejaron sustancialmente de su intención original. En el 2021, la intención original del P. de la C. 3 era derogar la Ley 4-2017, y restablecer las disposiciones vigentes antes de su aprobación, para restituir todos los derechos de los que fueron despojadas las trabajadoras y trabajadores. No obstante, es importante destacar que el P. de la C. 1651 no es una medida con un alto nivel de complejidad, sino que es una pieza legislativa muy concisa y específica, que ya fue convertida en ley previamente, tras la aprobación del P. de la C. 1244 en ambos cuerpos legislativos y posterior firma del Gobernador. 
II. Ley Núm. 4-2017

El proceso de aprobación de la Ley Núm. 4 de 26 de enero de 2017, conocida como “Ley de Transformación y Flexibilidad Laboral”, ha sido discutido en el foro legislativo, académico, profesional y la sociedad en general. Sin duda, dicho proceso legislativo fue uno atropellado que no tomó en cuenta las preocupaciones que levantaron distintos sectores sobre el impacto negativo que tendría esta ley en la clase trabajadora. Por el contrario, el análisis llevado a cabo por la Comisión de Asuntos Laborales de la Cámara de Representantes, se llevó a cabo utilizando variables comparativas con estados de los Estados Unidos, jurisdicciones cuyos salarios promedio han sido mayor al de Puerto Rico, año tras año. Sin duda, esta comparación no es casualidad pues el fin último, parecía ser, acercase más a una cultura que se caracterizaba por la poca legislación laboral en favor de la clase trabajadora y, por ende, en detrimento de ésta. De hecho, no hubo durante el proceso de consideración de la medida un solo estudio ecónomico con datos que proyectara el impacto positivo en la creación de empleos y el mejoramiento de las condiciones de trabajo de empleados y empleadas la aprobación de la ley. Sin embargo, la medida fue aprobada en ambos cuerpos legislativos y su trámite, que tendría el efecto de convertir en Ley una Reforma Laboral en el sector privado, se completó en menos de tres semanas. 

Durante el análisis de la presente medida, el P. de la C. 1651, tuvimos la oportunidad de tomar conocimiento de las ponencias presentadas en su momento durante el proceso evaluativo del proyecto que culminó en la Ley Núm. 4-2017. En una de ellas, la organización International Iron Workers presentó su postura sobre el ofrecimiento de salarios poco atractivos y la desregulación o flexibilización de las normas en el empleo en Puerto Rico. Para sustentar su posición en contra de la aprobación de esa medida, mencionaron un informe publicado que surge de la experiencia de los 37 países miembros de la Organization for Economic Cooperation and Development (OECD) para el periodo de 1990-2009, los cuales realizaron modificaciones a su legislación laboral y quienes en su mayoría no obtuvieron los resultados deseados, sino resultados adversos a los esperados. Ello con el fin de presentar un posible cuadro que se vería reflejado de aprobarse la medida que estaba ante la consideración del cuerpo legislativo en aquel entonces.

III. La JSF, el Plan Fiscal 2022, el P. de la C. 1244 y la Ley 41-2022
El 13 de junio de 2022, la JSF publicó una comunicación oficial en la que expresó que la falta de desarrollo económico y creación de empleos son los retos más críticos que ha enfrentado Puerto Rico por las pasadas dos décadas, y que han resultado en altos niveles de pobreza y emigración, contribuyendo a la crisis fiscal, sin ningún tipo de fuente que validara dicho planteamiento. El organismo también expresó que en aquel entonces el P. de la C. 1244, era contrario al Plan Fiscal Certificado y a los propósitos de la Sección 108(a)(2) de PROMESA. Además, expresó que la pieza legislativa propuesta haría menos atractivo para los inversionistas la creación de nuevos negocios y empleos, impactando el crecimiento económico que el Gobierno debería promover, de nuevo, sin ningún tipo de evidencia que validara el mencionado argumento. 

Posteriormente, el 19 de julio de 2022, la JSF emitió otra comunicación relacionada a la aprobación de la Ley 41-2022. En dicha comunicación, la JSF esbozó que el Plan Fiscal reconoce que la reforma laboral es un elemento crítico en el camino hacia la recuperación económica de Puerto Rico. Argumentó que el Plan Fiscal prohíbe la derogación de la Ley 4-2017 o la aprobación de nueva legislación que impacte negativamente los recaudos del Gobierno. La JSF mencionó que llevó a cabo un análisis sobre las propuestas y determinó que imponer nuevas restricciones a los patronos desalentaría la contratación y afectaría el mercado laboral, por ende, la economía y los recaudos. Sin embargo, no publicó el alegado análisis que sustentó dichas conclusiones. 

De otra parte, fue en esta comunicación que la JSF levantó el argumento de que el Gobierno no sometió al organismo un análisis económico que demostrara que la Ley 41-2022, tendría un impacto positivo en la economía. La JSF expresó que el Gobierno está requerido de acompañar estimados formales sobre el impacto que las nuevas leyes tendrían en sus recaudos y gastos, y una certificación de que la ley es o no significativamente inconsistente con el Plan Fiscal. 
IV. Disposiciones del P. de la C. 1651

Previo a analizar las disposiciones específicas del P. de la C. 1651, es imperativo destacar de entrada que la medida no deroga la Ley 4-2017 y tampoco impacta negativamente los recaudos del Gobierno de Puerto Rico, al contrario. 
La medida incorpora enmiendas al Capítulo 2 de la Ley 4-2017 para que, en caso de existir ambigüedad en alguna disposición de un acuerdo de empleo, se interprete a favor de la persona empleada. Sin embargo, es importante señalar que no se modifica el segundo párrafo que establece cierto grado de supremacía al permitir que el patrono pueda reservarse la discreción para interpretar sus políticas o reglas. 

El P. de la C. 1651 modifica las disposiciones que establecen los términos prescriptivos para reclamaciones por despidos para aumentarlas de un (1) año a tres (3) años, conforme al estado de derecho previo a la Ley 4-2017. De igual forma, modifica la disposición sobre los informes periódicos a la Asamblea Legislativa con relación a la aplicación de la ley, para que estos sean remitidos cada tres (3) meses en lugar de cada doce (12) meses como establece la Ley 4-2017. Por otro lado, propone enmiendas a las disposiciones de lo que constituyen horas extras de trabajo para eliminar la facultad del patrono para establecer un ciclo alterno de 24 horas, pues son horas extra aquellas que sean trabajadas en exceso de ocho (8) horas en un día calendario. 

En cuanto al tipo de compensación extraordinaria, el P. de la C. 1651, mantiene las disposiciones actuales de la Ley 4-2017 y añade una compensación extraordinaria a tipo doble para aquellas personas empleadas que sean estudiantes y trabajen en el día de descanso. Están exceptuados del cumplimiento de lo anterior, aquellos patronos que sean considerados(as) microempresas o pequeños(as) y medianos(as) comerciantes, según definidos en los incisos (4), (5) y (6) del Artículo 2 de la Ley 62-2014, según enmendada, conocida como “Ley de Apoyo a la Microempresa, al Pequeño y Mediano Comerciante”, pues podrán pagar un tipo de salario igual al tiempo y medio. 

Las disposiciones de acumulación de licencia por vacaciones y por enfermedad se establecen de la siguiente forma: 

· 20 horas o más pero menos de 115 horas, acumulará medio (½) día por mes por cada licencia                              

· 115 horas o más, acumulará uno y un cuarto (1 ¼) de día por mes por vacaciones y un (1) día por mes por enfermedad.   

· En el caso de patronos residentes de Puerto Rico con 12 empleados(as) o menos: 

· 20 horas o más pero menos de 115 horas, acumulará un cuarto (¼) de día por mes por vacaciones y medio (½) día por mes por enfermedad; 

· 115 horas o más, acumulará medio (½) día por mes por vacaciones y un (1) día por mes por enfermedad.                 

En cuanto a las disposiciones relativas al Bono de Navidad, se establecen las siguientes categorías: 

· Regla general: 700 horas o más, un bono equivalente al 6% del total del salario máximo de diez mil dólares ($10,000). 
· Patrono que emplee quince (15) empleados(as) o menos:
· 700 horas o más, un bono equivalente al 3% del total del salario máximo de diez mil dólares ($10,000).
· Personas empleadas contratadas a partir de la Ley 4-2017:

· 20 empleados(as) o más:

·  700 horas o más, un bono equivalente al 3% del total del salario máximo de seiscientos ($600) dólares.
· 20 empleados(as) o menos:

·  700 horas o más, un bono equivalente al 3% del total del salario máximo de trescientos ($300) dólares.
· Patronos que se consideren microempresas o pequeños y medianos comerciantes (PyMES) – establece el requisito mínimo de horas trabajadas en novecientas (900) horas.  
Por otro lado, la medida establece nuevas disposiciones en el cómputo para el pago de las mesadas de la siguiente manera: 

(a) 
El sueldo correspondiente a tres (3) meses si el despido ocurre dentro de los primeros quince (15) años de servicio; el sueldo correspondiente a seis (6) meses si el despido ocurre luego de los quince (15) años de servicio; 

(b) 
Una indemnización progresiva adicional equivalente a dos (2) semanas por cada año de servicio, si el despido ocurre dentro de los primeros quince (15) años de servicio; tres (3) semanas por cada año de servicio, luego de haber completado quince (15) años o más de servicio.

De otra parte, el proyecto también modifica lo relativo al periodo probatorio que la Ley 4-2017 estableció en nueve (9) meses y lo reduce a tres (3) meses. A manera de excepción, los patronos podrán, mediante notificación al Secretario o Secretaria del Departamento del Trabajo y Recursos Humanos, extender el periodo probatorio de tres (3) a seis (6) meses. Por tanto, no es correcta la aseveración de las entidades que representan al sector patronal de que la extensión conlleva un proceso complejo cuya decisión es discrecional. 

A continuación, enumeramos un resumen de las disposiciones contenidas en el P. de la C. 1651, para facilitar una mejor comprensión de la medida: 

1) Disposiciones ambiguas en los contratos de empleo deberán interpretarse a favor del empleado o empleada; 

2) Se uniforma el término prescriptivo para acciones contractuales de uno (1) a tres (3) años, para equiparar la disposición con los términos promulgados en la Ley Núm. 47 de 21 de septiembre de 2021, conocida como “Ley de Salario Mínimo de Puerto Rico”;

3) Se restablece la presunción de que el despido fue injustificado; 

4) Se establece una compensación extraordinaria a tipo doble para personas que sea estudiantes y trabajen en el día de descanso (Excepción à PyMES); 

5) Se establece el derecho a acumulación de licencias por vacaciones y por enfermedad para personas empleadas a tiempo parcial; 

6) Se aumenta la acumulación de licencias para personas empleadas a tiempo completo; 

7) Se elimina el tope de diez (10) días para liquidar los días de licencia acumulada por vacaciones;

8) Se aumenta el término prescriptivo para reclamaciones de salarios de uno (1) año a tres (3) años; 

9) Se reduce el número de horas trabajadas requeridas para cualificar para el pago del Bono de Navidad de mil trescientas cincuenta (1,350) a setecientas (700) horas, o a novecientas (900) horas en el caso de PyMES, según sea aplicable; 

10) Se establece una nueva escala para el pago de las mesadas; 

11) Se reduce el periodo probatorio de nueve (9) meses a tres (3) o seis (6) meses, según sea el caso; 

12) Se uniforma el término prescriptivo para las reclamaciones por despido injustificado de uno (1) a tres (3) años, para equiparar la disposición con los términos promulgados en la Ley Núm. 47 de 21 de septiembre de 2021, conocida como “Ley de Salario Mínimo de Puerto Rico”. 
V. Informe 2024-028 de la Oficina de Presupuesto de la Asamblea Legislativa

La Oficina de Presupuesto de la Asamblea Legislativa sometió el Informe 2024-028 titulado “Informe sobre el efecto fiscal del Proyecto de la Cámara 1651”. En dicho informe, la OPAL llevó a cabo un análisis del P. de la C. 1651, que a su vez está basado en la opinión experta de la Dra. Teresa Ghilarducci, especialista en economía laboral con más de 30 años de experiencia. 
El referido informe comienza haciendo un recuento de la Ley 4-2017 y la recomendación incorporada por la JSF en el Plan Fiscal Certificado para que las disposiciones de la referida ley no sean derogadas o enmendadas. La OPAL expresó que: 

Del texto del Plan Fiscal se desprende que la recomendación responde, entre otras cosas, a las siguientes preocupaciones: cambios en la legislación podrían desalentar nueva inversión, propiciarían una reducción en la participación laboral formal, reducirían la competencia y el crecimiento económico (disminuyendo los recaudos), reducirían el impacto positivo de la implementación del crédito por trabajo (EITC, por sus siglas en inglés) y aumentarían los costos al gobierno por concepto de servicios de bienestar social.

De otra parte, la OPAL explicó brevemente las disposiciones que propone enmendar el P. de la C. 1651 y desglosó las fuentes de información utilizadas por la Dra. Ghilarducci en su informe, las cuales fueron principalmente fuentes primarias y datos del Departamento del Trabajo y Recursos Humanos, la Junta de Planificación, el Bureau of Labor Statistics y la Oficina del Censo de los Estados Unidos, entre otras entidades. La OPAL destacó que Ghilarducci examinó los datos del mercado laboral en Puerto Rico para “analizar el comportamiento de los agentes económicos a través del tiempo a la luz de los factores como el desempeño de sectores industriales, migración, fenómenos atmosféricos, legislación laboral y el flujo de fondos federales.” 

Como parte del proceso de evaluación del P. de la C. 1651, la OPAL llevó a cabo una recopilación de datos de la participación laboral formal en Puerto Rico, desde 1947 hasta el 2022. Conforme al análisis realizado por la OPAL, destacó que existe una tendencia en la baja participación laboral de los hombres, sin embargo, explican que lo que sugiere la gráfica es que muchos de los trabajadores hombres “se encuentran laborando en el mercado informal en sectores como la construcción, o dado la migración hacia otros mercados laborales en los Estados Unidos.” 
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Fuente: Eaborado por a OPAL basado en datos del Departamento del
Trabajo de Puerto Rico.




 Por otro lado, la OPAL destacó que Ghilarducci utilizó la tasa de participación laboral por edad, de Estados Unidos y Mississippi para compararlas con Puerto Rico. Particularmente porque Mississippi es un estado con población similar y Producto Bruto per cápita más cercano. De las representaciones elaboradas por la OPAL, surge que “para ampliar la participación formal en la población activa se requieren reformas en ambos lados del mercado laboral, tanto en el lado de la demanda (empleadores) como de la oferta (empleados).” La OPAL destacó que Ghilarducci entiende que “es muy probable que la mejora de los beneficios a los trabajadores ayude a los empresarios a crear estabilidad en el empleo, en lugar de perjudicarlo.” 
En cuanto al efecto de la regulación laboral, Ghilarducci explicó que: 

[E]l éxodo de empresas y personas en Puerto Rico durante más de 20 años poco tiene que ver con la relativamente escasa regulación laboral del bono de Navidad, la acumulación de días por enfermedad, la duración del periodo probatorio, entre otras regulaciones laborales. […][L]as disposiciones de la Ley Núm. 4-2017, que se revirtieron en 2022 y se volvieron a aplicar en 2023, no causaron ni influyeron significativamente en el rebote de empleo tras el Huracán María.
 


Sobre los supuestos y metodología empleada por Ghilarducci, parte de la literatura consultada por esta indica que: 

[A]lgunos estudios sostienen que el efecto neto de la legislación de protecciones laborales sobre la productividad de las empresas y los trabajadores puede ser positivo. La legislación de protecciones laborales puede proporcionar estabilidad moderando las fluctuaciones del empleo a lo largo del ciclo económico y, de este modo, las mejoras en los salarios, los beneficios, las condiciones de trabajo y las estructuras laborales de despido pueden aumentar el esfuerzo y el apego de los trabajadores al sector formal.
 (énfasis nuestro)

[…] 

De acuerdo con un estudio publicado en 2014 que clasificó las jurisdicciones según la “rigidez del empleo”, encontró beneficios de las protecciones laborales. Dado que hacer que los empleadores sigan unas normas modestas puede mejorar el funcionamiento del mercado laboral, remediando fallos del mercado como la no acumulación de licencias por enfermedad. De igual forma, modestas protecciones laborales pueden estabilizar el desempleo, alargan los periodos de empleo lo que estabiliza a su vez los ingresos de los trabajadores.

Ahora bien, en cuanto al impacto de las disposiciones propuestas en el P. de la C. 1651, la OPAL explica que Ghilarducci concluyó que: 

[E]l impacto económico del P. de la C. 1651, si lo hubiese, sería una ligera disminución en las ganancias del monopsonio y más empleo.

[…]

[A]lgunas disposiciones del P. de la C. 1651 podrían ayudar a expandir el empleo en el sector formal, un factor determinante para la economía de Puerto Rico, la estabilidad social y los recaudos gubernamentales. Toda vez que una regulación laboral estabilizadora modesta, según la evidencia económica, podría aumentar el tamaño del sector formal.


En apretada síntesis, el informe preparado por la Dra. Ghilarducci analiza y refuta todos y cada uno de los argumentos planteados por el Dr. Roberto Triest en su presentación para la JSF sobre el alegado impacto negativo que tendría la Ley 41-2022. Desde la utilización de estudios cuya antigüedad promedio sobrepasa los 20 años, que no son comparables a la realidad de la situación laboral en Puerto Rico, hasta los estimados erróneos sobre pérdidas de ingresos al erario como consecuencia de las disposiciones previamente aprobadas mediante la Ley 41-2022. Por lo que, la OPAL en su informe expone lo siguiente: 
La doctora Ghilarducci sostiene que un análisis exhaustivo y riguroso de la literatura académica, así como la evidencia empírica, combinado con una comprensión de las tendencias macroeconómicas y los acontecimientos actuales de Puerto Rico, es más que suficiente para llegar a las conclusiones de este informe. 
[…]

La evidencia empírica sobre el impacto económico de protecciones laborales alrededor del mundo demuestra que el P. de la C. 1651, dado a que representa cambios mínimos, tendrá poco impacto, si alguno, sobre los recaudos del gobierno. Esto se debe a que, según establece la literatura académica, es poco probable que cambios menores de este tipo causen una pérdida significativa de empleos. Similarmente, es poco probable que esta medida perjudique la productividad o el tamaño del sector formal. De hecho, el P. de la C. 1651 podría ayudar a crear más empleos en el sector formal. La evidencia sugiere que existen varias vías a través de las cuales el P. de la C. 1651 podría impactar positivamente la economía y, por ende, los recaudos del gobierno. Estas incluyen aumentos en la productividad dado a mayor satisfacción laboral, mayor retención de empleados en las empresas, la estabilidad en el empleo, entre otras. 

En fin, hay poca evidencia que sugiera que la derogación de disposiciones específicas de la Ley Núm. 4-2017 propuesta por el P. de la C. 1651 reduciría la participación laboral formal u obstaculizaría los esfuerzos de las reformas estructurales del Plan Fiscal Certificado destinadas a aumentar este indicador. Por el contrario, la evidencia sugiere que las disposiciones de P. de la C. 1651 potencialmente amplificarían los beneficios de las reformas estructurales del Plan Fiscal Certificado destinadas a aumentar la participación laboral, como el Crédito por Trabajo (EITC, según sus siglas en inglés).
 (énfasis nuestro)
Tanto el Informe 2024-028 de la Oficina de Presupuesto de la Asamblea Legislativa, como el Informe preparado por la Dra. Teresa Ghilarducci titulado “Report on the Fiscal and Economic Impacts of HB 1651”, se hacen formar parte de este Informe Positivo como anejos.
VI. Enmiendas incorporadas a la medida

Como resultado de la evaluación del Texto Aprobado por la Cámara de Representantes del P. de la C. 1651, esta Comisión identificó ciertos errores tipográficos y contenido repetitivo que han sido corregidos en el entirillado electrónico. 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL
En cumplimiento con el Artículo 1.007 de la Ley 107-2020, según enmendada, conocida como “Código Municipal de Puerto Rico”, la Comisión de Derechos Humanos y Asuntos Laborales del Senado de Puerto Rico no solicitó comentarios al Centro de Recaudaciones de Ingresos Municipales (CRIM) ni a la Oficina de Gerencia Municipal, toda vez que el Proyecto de la Cámara 1651 no impone una obligación económica en el presupuesto de los gobiernos municipales. 
CONCLUSIÓN 
Esta Comisión reconoce que las propuestas incluidas en el P. de la C. 1651 no representan el remedio completo para subsanar los innumerables atropellos que han sufrido los miles de trabajadores y trabajadoras con la implementación de las políticas de austeridad impuestas en el pasado. Dichas políticas dejaron desprovistos y desprovistas de protecciones fundamentales al sector que verdaderamente mueve nuestra economía, los trabajadores y las trabajadoras. Aun cuando el P. de la C. 1651 se aleja sustancialmente de la promesa original que se le hizo a la clase trabajadora de derogar la Ley 4-2017, lo cierto es que con esta medida se recuperan ciertos derechos importantes y otorga más protecciones a los trabajadores y trabajadoras.  El P. de la C. 1651 es parte fundamental del comienzo para construir el camino que busca hacer justicia a la clase trabajadora. 
Por otro lado, la pieza clave para defender la viabilidad de esta medida legislativa es que la Comisión informante contó con el beneficio de un informe de impacto económico que demuestra que los planteamientos levantados por la JSF que provocaron la nulidad de la Ley 41-2022, no están basados en evidencia empírica confiable y que las propuestas contenidas en el P. de la C. 1651 no representarían un impacto económico negativo ni son inconsistentes con el Plan Fiscal Certificado. 
POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Derechos Humanos y Asuntos Laborales del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración, recomienda la aprobación del Proyecto de la Cámara 1651, con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que se acompaña. 
Respetuosamente sometido, 
Hon. Ana I. Rivera Lassén
Presidenta
Comisión de Derechos Humanos y Asuntos Laborales
� 48 U.S.C. § 2144(a)(5). Failure to comply


If the territorial government fails to comply with a direction given by the Oversight Board under paragraph (4) with respect to a law, the Oversight Board may take such actions as it considers necessary, consistent with this chapter, to ensure that the enactment or enforcement of the law will not adversely affect the territorial government's compliance with the Fiscal Plan, including preventing the enforcement or application of the law.


� 48 U.S.C. § 2144(a)(4). Opportunity to respond to notification


(A) Failure to provide estimate or certification


After sending a notification to the Governor and the Legislature under paragraph (3)(A) or (3)(B) with respect to a law, the Oversight Board may direct the Governor to provide the missing estimate or certification (as the case may be), in accordance with such procedures as the Oversight Board may establish.


(B) Submission of certification of significant inconsistency with Fiscal Plan and Budget


In accordance with such procedures as the Oversight Board may establish, after sending a notification to the Governor and Legislature under paragraph (3)(C) that a law is significantly inconsistent with the Fiscal Plan, the Oversight Board shall direct the territorial government to—


(i) correct the law to eliminate the inconsistency; or


(ii) provide an explanation for the inconsistency that the Oversight Board finds reasonable and appropriate.


� Informe 2024-28 de la OPAL, pág. 3. 


� Informe 2024-28 de la OPAL, pág. 8. 


� Id., págs. 12-13.


� Id., pág. 13. 


� Id., pág. 14.


� Id., pág. 15. 


� Id., pág 21. 
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